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Datos de carácter identificativo: Nombre y apellidos, DNI/NIF, direc-
ción postal y teléfono, y en su caso, datos de la representación que 
ostenta. Datos de fichero de video.

Cesiones de datos de carácter personal, y en su caso, transferencias 
que se prevean a terceros países:

No se prevén cesiones ni transferencias.
Órgano de la Administración responsable del fichero:

Secretaría General del Instituto de Salud Carlos III.
Servicios o Unidades ante las cuales de pueden ejercitar los derechos 

de acceso, rectificación, cancelación y oposición:

Secretaría General del Instituto de Salud Carlos III, calle Sinesio Del-
gado, 6, 28029 Madrid.

Medidas de seguridad:

Nivel básico.
Plazo de cancelación de los datos de carácter personal:

Se establece un plazo de un mes a contar desde el momento en que los 
datos fueron recabados. 

 16685 ORDEN SCO/3105/2005, de 4 de octubre, por la que se 
establecen las bases reguladoras de la concesión de sub-
venciones a entidades sin fines de lucro y de ámbito 
nacional destinadas a promover el asociacionismo de 
consumo y la realización de actividades de información, 
defensa y protección de los derechos de los consumidores.

La Constitución Española, en su artículo 51, establece que los poderes 
públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, prote-
giendo, mediante procedimientos eficaces, su seguridad, su salud y sus 
legítimos intereses económicos. Asimismo, promoverán su información y 
educación, fomentarán sus organizaciones y las oirán en las cuestiones 
que puedan afectarles.

El artículo 39.2 de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios, dice que corresponderá a la 
Administración del Estado promover y desarrollar la protección y defensa 
de los consumidores y usuarios, especialmente, entre otros aspectos, a 
través del apoyo y, en su caso, subvención de sus asociaciones.

El desarrollo de las asociaciones de consumidores y la financiación de 
las mismas se enmarca en la política preconizada desde la Unión Eu-
ropea, en la que se está avanzando en el fortalecimiento de las organiza-
ciones de consumidores como interlocutores sociales que contribuyan a 
reforzar la posición activa de los consumidores en el mercado y, con ello, 
a la transparencia y el equilibrio de éste. La Comisión Europea ha llamado 
la atención sobre la «importancia de promover asociaciones de consumi-
dores fuertes».

Los recursos económicos destinados a la concesión de ayudas o sub-
venciones reguladas en la presente orden procederán de los correspon-
dientes créditos presupuestarios, establecidos al efecto en los Presupues-
tos Generales del Estado en la aplicación presupuestaria correspondiente, 
en la que se incluyen ayudas y subvenciones para financiar y desarrollar 
las asociaciones de consumidores y las cooperativas de consumo.

De conformidad con lo establecido en el artículo 8.3 de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones, la gestión de las subven-
ciones se debe realizar de acuerdo con los principios de publicidad, trans-
parencia, concurrencia, objetividad, igualdad no discriminación, eficacia 
en el cumplimiento de los objetivos fijados por la Administración otor-
gante y eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos.

En la elaboración de la presente disposición ha sido oído el Consejo de 
Consumidores y Usuarios, y han emitido informe previo el Servicio Jurí-
dico y la Intervención Delegada del Departamento.

La presente orden se dicta de conformidad con lo establecido en el ar-
tículo 17 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

En su virtud, con la aprobación previa del Ministro de Administracio-
nes Públicas, dispongo:

Primero. Objeto y ámbito de aplicación.–La presente orden esta-
blece las bases reguladoras de concesión de las subvenciones que anual-
mente convocará el Ministerio de Sanidad y Consumo, a través de su 
organismo autónomo el Instituto Nacional del Consumo, que tengan por 
objeto financiar la realización de programas y actividades de información, 
defensa y protección de los derechos de los consumidores y usuarios, 
realizados por las organizaciones de consumidores y las cooperativas de 
consumo de ámbito nacional que reúnan los requisitos previstos en la 
base tercera.

Segundo. Recursos financieros.–El Ministerio de Sanidad y Con-
sumo, a través de los presupuestos de su Organismo autónomo el Insti-

tuto Nacional del Consumo, siempre que existan disponibilidades presu-
puestarias, realizará una convocatoria anual, con la finalidad de financiar, 
potenciar y desarrollar las asociaciones de consumidores y las cooperati-
vas de consumo

Tercero. Organizaciones beneficiarias.

1. Podrán concurrir a estas subvenciones, las asociaciones, federa-
ciones, confederaciones, uniones y cooperativas de ámbito nacional a que 
se refiere el artículo 20, apartados 1 y 2, de la Ley 26/1984, de 19 de julio, 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, y el artículo 1.1 
del Real Decreto 825/1990, de 22 de junio, sobre derecho de representa-
ción, consulta y participación de los consumidores y usuarios a través de 
sus asociaciones, que reúnan los siguientes requisitos:

a) Constar inscritas en el Libro Registro de asociaciones de consumi-
dores que se lleva en el Ministerio de Sanidad y Consumo, a través del 
Instituto Nacional del Consumo.

b) Contar con un número de socios individuales superior a 10.000 y 
unos recursos propios anuales de un mínimo de 10.000,00 €.

c) No incurrir en las prohibiciones para obtener la condición de 
beneficiarios contemplados en el artículo 13 de la Ley 38/2003, General de 
Subvenciones, que se acreditará a través de los medios previstos en el 
apartado 7 del mismo artículo.

d) No incurrir en alguna de las circunstancias siguientes, enumera-
das en el artículo 21 de la Ley 26/1984, General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios:

1.º Incluir como asociados a personas jurídicas con ánimo de lucro.
2.º Percibir ayudas o subvenciones de las empresas o agrupaciones 

de empresas que suministran bienes, productos o servicios a los consumi-
dores o usuarios.

3.º Realizar publicidad comercial o no meramente informativa de 
bienes, productos o servicios.

4.º Dedicarse a actividades distintas de la defensa de los intereses de 
los consumidores o usuarios, salvo lo previsto en el segundo párrafo del 
artículo anterior.

5.º Actuar con manifiesta temeridad, judicialmente apreciada.

2. No podrán concurrir al otorgamiento de subvenciones aquellas 
organizaciones que hayan incumplido la obligación de justificación o el 
reintegro de las cantidades reclamadas correspondientes a los programas 
subvencionados en ejercicios anteriores.

3. Las organizaciones de consumidores que concurran a las subven-
ciones están obligadas a colaborar con el Instituto Nacional del Consumo, 
facilitándole la información solicitada en la tramitación del procedi-
miento de concesión.

Cuarto. Actividades y programas subvencionables.

1. Las subvenciones a las entidades citadas en la base tercera de esta 
orden se destinarán a financiar proyectos específicos dirigidos a colecti-
vos amplios y de cobertura nacional, que tengan como finalidad desarro-
llar actividades para la defensa, la protección y la promoción de los inte-
reses generales de los consumidores y usuarios; así como, informar, 
formar y educar a los consumidores y usuarios; realizar estudios o análi-
sis comparativos sobre la calidad de bienes y servicios; elaborar edicio-
nes o divulgar publicaciones de interés para los consumidores relaciona-
das con la defensa de sus derechos y contribuir al acceso de los 
consumidores a la justicia, en particular, en sectores en que el colectivo 
de perjudicados haga imprescindible su agregación en diversos grupos; 
facilitar la participación en congresos, jornadas y otras actividades forma-
tivas, informativas o de estudio, organizadas por el Instituto Nacional del 
Consumo.

2. Las sucesivas convocatorias anuales de subvenciones, podrán 
fijar las prioridades de los proyectos a subvencionar, en cada una de ellas, 
y prever que los proyectos a subvencionar tengan carácter plurianual.

3. Los beneficiarios de la subvención estarán obligados a reflejar en 
las manifestaciones gráficas de todos los proyectos, programas y activida-
des subvencionadas por el Instituto Nacional del Consumo, la indicación 
de que el proyecto ha sido subvencionado por el Ministerio de Sanidad y 
Consumo/Instituto Nacional del Consumo, siendo su contenido responsa-
bilidad exclusiva de la organización beneficiaria.

Quinto. Criterios para la determinación de la cuantía individuali-
zada de la subvenciones.

1. La cuantía individualizada de las subvenciones a cada programa y 
organización, se determinará por la Comisión de Valoración en base a los 
siguientes criterios de valoración:

a) Proporcionalidad del presupuesto de gasto asignado a las activi-
dades incluidas en la Memoria: se puntuará hasta un máximo de 15 puntos.

b) Adecuación al objeto de la subvención de las actividades o plan de 
ejecución: se puntuará hasta un máximo de 20 puntos.
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c) Objetivo del proyecto que se presente: se puntuará hasta un 
máximo de 20 puntos.

d) Calidad y repercusión social del proyecto y relevancia para los 
consumidores: se puntuará hasta un máximo de 20 puntos.

e) Realización de proyectos conjuntos entre dos o más organizacio-
nes de consumidores: se puntuará hasta un máximo de 25 puntos.

2. Asimismo se tendrán en cuenta los siguientes criterios específicos 
de valoración en las resoluciones anuales de convocatoria:

a) Ejecución de programas prioritarios fijados en las órdenes de 
convocatoria del Instituto Nacional del Consumo: se puntuará hasta un 
máximo de 10 puntos.

b) Calidad, impacto y repercusión de los programas ejecutados en el 
ejercicio anterior: se puntuará hasta un máximo de 10 puntos.

c) Actuaciones de difusión y de colaboración realizadas en la aplica-
ción del Sistema Arbitral de Consumo: se puntuará hasta un máximo
de 10 puntos.

d) Financiación propia de las organizaciones a los programas solici-
tados: se puntuará hasta un máximo de 5 puntos.

e) Presencia en órganos de representación y participación de los 
consumidores: se puntuará hasta un máximo de 5 puntos.

f) Número de socios: se puntuará hasta un máximo de 5 puntos.
g) Implantación territorial: se puntuará hasta un máximo de 10 puntos.
h) Número de acciones judiciales individuales o colectivas que se 

hayan interpuesto durante el ejercicio anterior, en defensa de los consu-
midores, y de las que haya un pronunciamiento judicial, aunque no sea 
firme: se puntuará hasta un máximo de 10 puntos.

i) Cualquier otro criterio relacionado con los programas prioritarios 
que se citen en las distintas convocatorias: se puntuará hasta un máximo 
de 5 puntos.

Sexto. Forma y plazo de presentación de solicitudes.

1. Las solicitudes de subvención, formalizadas en el modelo que se 
apruebe en la resolución de convocatoria, se dirigirán a la Directora del 
Instituto Nacional del Consumo, pudiéndose presentar en el Registro 
General de dicho Instituto, sito en la Calle Príncipe de Vergara, nume-
ro 54, 28071 Madrid, o por cualquiera de los medios previstos en el ar-
tículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Publicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.

2. El plazo de presentación de solicitudes será el que se establezca 
en la correspondiente convocatoria, que, en todo caso, no podrá ser supe-
rior a un mes desde la publicación de la citada convocatoria en el Boletín 
Oficial del Estado.

3. Si las solicitudes no reunieran los requisitos exigidos se requerirá 
al interesado, para que, de conformidad con el artículo 71.1 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en un plazo de 
diez días hábiles subsane la solicitud y acompañe los documentos precep-
tivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, se tendrá por desistido de 
su petición.

Séptimo. Requisitos y forma de presentación de las solicitudes.

1. A la solicitud se acompañará, por duplicado, la siguiente docu-
mentación:

a) Documentación acreditativa de estar al corriente en las obligacio-
nes tributarias y de Seguridad Social, y no estar incurso en la causa de 
exclusión prevista en base tercera, apartado primero, letras c) y d).

b) Cuentas Anuales de la entidad, debidamente aprobadas por el 
órgano estatutario correspondiente, si éste hubiera sido convocado al 
efecto; en otro caso, se presentarán las formuladas por los responsables 
de la entidad, aportándose las aprobadas inmediata mente después de 
haberse adoptado el acuerdo, referidas al ejercicio anterior, incluyendo 
–de conformidad con lo exigido por las normas de adaptación del Plan 
General de Contabilidad a las entidades sin fines lucrativos aprobado por 
Real Decreto 776/1998, de 30 de abril– el Balance, la Cuenta de Resultados 
y la Memoria Económica.

c) Copia autentificada, o fotocopia compulsada, de los estatutos y 
relación nominal de los miembros componentes de los órganos ejecutivos 
y de dirección en el momento de la solicitud, certificada por el titular del 
órgano estatutario al que corresponda su expedición, y visado por su 
superior jerárquico.

d) Certificación del representante legal de la entidad acreditativa del 
número total de afiliados individuales a dicha entidad, a 31 de diciembre 
del año anterior a la publicación de la correspondiente convocatoria, y de 
su distribución por provincias y Comunidades Autónomas y delegaciones 
u oficinas de atención a los consumidores en todo el territorio nacional. 
En el caso de las federaciones, confederaciones y uniones, se adjuntará 
además, la relación nominal de las asociaciones o cooperati vas integra-
das en ellas, especificando el ámbito territorial: local, provincial, de 

Comunidad Autónoma u otro cualquiera, su número de inscripción en el 
libro registro de asociaciones de consumidores que se lleva en el Instituto 
Nacional del Consumo, así como su número de afiliados individuales res-
pectivos.

e) Certificación relativa a las subvenciones y/o ayudas públicas reci-
bidas el año anterior a la convocatoria, y en el año de la misma, indicado 
el órgano concedente, el importe y el objeto de dicha subvención o 
ayuda.

f) Memoria detallada en la que se especifique debidamente presu-
puestado el fin o fines a que se destinará la cuantía que se solicite en 
concepto de subvención, las actividades programadas y el plan de ejecu-
ción; los recursos propios aportados al programa solicitado; los destinata-
rios del mismo y repercusión social prevista; equipo humano responsable 
del proyecto; entidades colaboradoras, en su caso; lugar, fecha y duración 
prevista de la actividad o acción.

g) Relación detallada en la que se desglosen los gastos e ingresos 
asociados a las actividades a desarrollar, conforme a la descripción efec-
tuada en la memoria a la que se hace referencia en la letra f) de este apar-
tado, con especial atención a otras ayudas concedidas o solicitadas para 
tales fines, por otras Administraciones Públicas, entes públicos adscritos 
o dependientes de las mismas tanto nacionales como internacionales.

h) Documentación acreditativa de los méritos alegados por la enti-
dad concurrente que deban ser valorados por la Comisión de Valoración, 
conforme a lo que prevea la resolución de convocatoria.

2. Los solicitantes de la subvención podrán acogerse a lo establecido 
en el artículo 23.3 de la Ley 38/2003, General de Subvenciones, siempre 
que concurran las circunstancias que el citado precepto indica.

Octavo. Órganos competentes para la ordenación e instrucción.

1. El procedimiento de concesión será el de concurrencia competi-
tiva de acuerdo a lo previsto en el artículo 22 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones.

2. El procedimiento se iniciará de oficio mediante publicación en el 
Boletín Oficial del Estado, de la resolución de convocatoria del Presi-
dente del Instituto Nacional del Consumo, previos los trámites de fiscali-
zación preceptivos.

3. La convocatoria determinará el importe de la consignación presu-
puestaria destinada a las subvenciones en ese ejercicio, modelo, plazo y 
el lugar de presentación de las solicitudes, los lugares donde se facilita el 
modelo de solicitud, la documentación complementaria que deba apor-
tarse junto a ella, los programas que prioritariamente serán objeto de 
financiación, los criterios de valoración y su ponderación, así como las 
previsiones específicas en relación con los gastos subvencionables y su 
justificación.

4. La Subdirección General de Normativa y Arbitraje del Con-
sumo, es la competente para la ordenación e instrucción del procedi-
miento en los términos previstos en el artículo 24 de la Ley 38/2003, 
General de Subvenciones, pudiendo realizar de oficio cuantas actua-
ciones estime necesarias para la determinación, conocimiento y com-
probación de los datos en virtud de los cuales debe formularse la pro-
puesta de resolución.

5. Para la evaluación de las solicitudes y la propuesta de concesión, 
se constituirá una Comisión de Valoración, adscrita al Instituto Nacional 
del Consumo e integrada por los siguientes miembros:

Presidente: Directora del Instituto Nacional del Consumo o persona 
en quien delegue.

Vocales: Subdirectora General de Normativa y Arbitraje del Consumo, 
Subdirector General de Calidad del Consumo, un representante de los 
Servicios Jurídicos del Departamento y el Jefe de Área de Coordinación 
del Consejo de Consumidores y Usuarios.

Secretario de la Comisión, que actuará con voz pero sin voto: el Jefe de 
la Sección del Registro de Asociaciones de Consumidores.

6. El funcionamiento de la Comisión de Valoración se ajustará al 
régimen establecido para los órganos colegiados en el capítulo II del 
título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, 
debiendo emitir un informe en el que se concrete el resultado de la evalua-
ción efectuada.

7. La Comisión de Valoración formulará la propuesta de resolución 
que deberá expresar la relación de solicitantes para los que se propone la 
concesión de la subvención y que deberá notificarse a los interesados, 
concediéndose un plazo de diez días para presentar alegaciones.

Cuando el importe de la subvención de la propuesta de resolución sea 
inferior al que figura en la solicitud presentada, se podrá instar del bene-
ficiario la reformulación de ésta, en los términos que acuerde la Comisión 
de Valoración.

No obstante, se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando no 
figuren en el procedimiento ni sean tenidos en cuenta otros hechos ni 
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otras alegaciones y pruebas que las aducidas por los interesados, teniendo 
en este caso la propuesta de resolución carácter de definitiva.

Noveno. Resolución del procedimiento, recursos y notificación.

1. En el plazo de diez días desde la recepción de la propuesta de 
resolución de la Comisión de Valoración, el Presidente del Instituto 
Nacional del Consumo dictará, previa fiscalización del gasto, la resolu-
ción de concesión que será motivada debiendo contener la relación de 
solicitantes a los que se concede la subvención y los programas e impor-
tes subvencionados, haciendo constar de manera expresa la desestima-
ción, en su caso, del resto de las solicitudes y señalando expresamente la 
designación de aquellos proyectos de carácter plurianual que serán finan-
ciados como prioritarios para las convocatorias de subvenciones de los 
ejercicios siguientes.

2. Esta resolución pone fin a la vía administrativa, sin perjuicio de la 
posibilidad de interposición de recurso potestativo de reposición, pudién-
dose interponer frente a ella recurso contencioso administrativo en el 
plazo de dos meses contados desde el día siguiente de su notificación, 
conforme a lo previsto en el artículo 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

El recurso potestativo de reposición deberá interponerse en el plazo 
de un mes, en caso de resolución expresa, y tres meses en el supuesto de 
silencio administrativo, conforme a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

3. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución será de 
seis meses desde la publicación de la convocatoria. El vencimiento del 
plazo máximo sin haberse notificado la resolución legitima a los interesa-
dos para entender desestimada su solicitud por silencio administrativo.

4. La resolución se notificará a los interesados en el plazo de diez 
días siguientes al de la adopción de la resolución, conforme a lo dispuesto 
en los artículos 58 y 59 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común.

Las propuestas de resolución y la resolución no crean derecho alguno 
a favor del beneficiario frente a la Administración mientras no se les haya 
notificado la resolución de concesión.

5. Las subvenciones concedidas se harán públicas en el Boletín Ofi-
cial del Estado, en los términos establecidos en el artículo 18.1 de la Ley 
38/2003, General de Subvenciones.

Décimo. Modificación de la resolución.

1. Corresponde a la Comisión de Valoración determinar si se ha pro-
ducido alteración de las condiciones previstas en la concesión de la sub-
vención y, en su caso, elevar a la Presidencia del Organismo la correspon-
diente propuesta de modificación de la resolución de concesión.

2. Si durante la ejecución del programa subvencionado se produjera 
una alteración imprevista tanto en el presupuesto de ejecución estable-
cido en la resolución de concesión, como en las actividades programadas 
aprobadas en dicha resolución, deberá notificarse a la mayor brevedad al 
órgano instructor y, en todo caso, con la con la suficiente antelación a la 
finalización de la ejecución del programa, para que se valore si existe o 
no, alteración de las circunstancias tenidas en cuenta en la resolución.

En la citada comunicación se harán constar, con el máximo detalle: las 
modificaciones sufridas en las partidas presupuestarias; cómo afectan 
tales alteraciones a las actividades inicialmente previstas en el programa, 
así como, en qué medida afectan a los fines que inicialmente se pensaban 
cumplir con el programa subvencionado.

En base al contenido de esta comunicación y a la documentación com-
plementaria que, en su caso, solicite la Comisión de Valoración, ésta 
podrá proponer la modificación de la resolución, que se elevará al Presi-
dente del Instituto Nacional del Consumo, cuando tales modificaciones 
no alteren sustancialmente los objetivos previstos en el programa subven-
cionado,

En el caso de que se acuerde por el Presidente del Instituto Nacional 
del Consumo la autorización de la modificación, la subvención se enten-
derá concedida en las condiciones que figuren en la nueva resolución.

Undécimo. Compatibilidad con otras subvenciones.–La subvención 
concedida por otras Administraciones Públicas o Entes Públicos o Priva-
dos nacionales, de la Unión Europea o de Organismos Internacionales, 
será compatible con las que regula la presente orden, siempre que conjun-
tamente no superen el 100% del total de la actividad subvencionada. En el 
caso de que se superase el 100% deberá minorarse la subvención conce-
dida por el Instituto Nacional del Consumo hasta llegar a ese porcentaje.

El solicitante deberá declarar las ayudas que haya obtenido o solici-
tado para la misma acción, tanto al iniciarse el trámite como en cualquier 

momento que ello se produzca, y aceptará las eventuales minoraciones 
aplicables para el cumplimiento de lo establecido en el párrafo anterior.

Duodécimo. Gastos subvencionables.

1. Serán objeto de subvención los gastos destinados por las organiza-
ciones de consumidores y usuarios a la realización de los programas 
subvencionados devengados y pagados en el ejercicio presupuestario 
para el cual se han concedido las subvenciones.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, únicamente se 
subvencionaran los gastos aprobados por la resolución de concesión, 
cuyo presupuestos, actividades o acciones a desarrollar en cada pro-
grama, tendrán carácter vinculante para el beneficiario, tanto en su cuan-
tía como con su estructura, sin perjuicio de los dispuesto en la base 
décimo cuarta, apartado 4.

3. A los efectos de la presente orden, la subcontratación de las acti-
vidades subvencionadas, se regulará de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 29 de la Ley 38/2003, General de Subvenciones.

No obstante, el beneficiario podrá subcontratar, previa autorización 
en la resolución de concesión, en las condiciones y hasta el porcentaje 
que se fije en la Resolución de convocatoria, que no podrá exceder
del 75% del importe del proyecto subvencionado.

Decimotercero. Pago de subvenciones.–El abono de la subvención 
concedida se realizará en un solo pago anticipado, cumpliendo los trá-
mites de fiscalización preceptivos, previa acreditación de la constitu-
ción de una garantía, que se fija en el 1% de la cantidad subvencionada, 
según el artículo 34.4 de la Ley 38/2003, de 18 de noviembre, General de 
Subvenciones.

Esta cantidad, en metálico o en aval bancario, se ingresará en la Caja 
General de Depósitos a favor del Ministerio de Sanidad y Consumo, Insti-
tuto Nacional del Consumo, en el plazo de quince días desde la comunica-
ción de la propuesta de concesión y será devuelta una vez realizado el 
programa y cumplido los requisitos de concesión.

Decimocuarto. Justificación de los gastos subvencionados.

1. El beneficiario, deberá rendir justificación, ante el Instituto Nacio-
nal del Consumo, del cumplimiento de las condiciones impuestas y de la 
consecución de los objetivos de la subvención, en el plazo que determine 
la resolución de convocatoria.

2. Si vencido el plazo de la justificación, la entidad no hubiese pre-
sentado los correspondientes documentos, de acuerdo con lo indicado en 
el artículo 30 de la Ley 38/2003, General de Subvenciones, se entenderá 
incumplida la justificación, con las consecuencias previstas en el artículo 
37 de la Ley 38/2003, General de Subvenciones.

3. La justificación de las subvenciones deberá realizarse mediante la 
presentación de:

a) Una memoria justificativa de la realización de las actividades sub-
vencionadas referida a cada uno de los programas subvencionados, que 
necesariamente deberá contener los siguientes datos: entidad, denomina-
ción del programa, período de ejecución del programa, resumen econó-
mico, modificaciones solicitadas y justificación de su necesidad, metodo-
logía e instrumentos utilizados, actuaciones realizadas, objetivos 
previstos, cuantificados en la medida de los posible, resultados obtenidos 
con el programa cuantificados y valorados, grado de cumplimiento de los 
objetivos previstos y conclusiones.

b) La documentación que justifique los gastos efectuados, se presen-
tará por cada uno de los programas subvencionados, aportando dos volú-
menes: uno conteniendo las facturas o justificantes originales, numera-
dos y ordenados por cada subgrupo contable del presupuesto e 
independiente para cada proyecto subvencionado, que, una vez compro-
bados, serán devueltos a la entidad, previa estampación de un sello en el 
que se haga constar que ha sido subvencionado por el Instituto Nacional 
del Consumo y, otro, conteniendo copio o fotocopia de las anteriores 
facturas o justificantes, con idéntica orden o numeración. Esta documen-
tación se presentará relacionada y numerada.

c) Certificación del representante legal de la entidad sobre si se han 
recibido o no otras subvenciones, públicas o privadas, para los programas 
subvencionados, relación, importe y aplicación de las mismas, en su 
caso.

d) Certificación del representante legal de la entidad sobre si el desa-
rrollo del programa subvencionado ha generado o no ingresos, su cuantía 
y aplicación de los mismos en su caso.

e) Los requisitos adicionales exigidos en las sucesivas convocato-
rias, que en cualquier caso incluirán la aportación, en la justificación de 
los gastos de personal financiados, de las correspondientes declaraciones 
trimestrales y resumen anual de IRPF y documentos de ingreso de Segu-
ridad Social, en su caso.
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4. Sin perjuicio del carácter vinculante del presupuesto, tanto en su 
cuantía como en su estructura, los importes asignados en las cuentas o 
subcuentas de cada subgrupo contable, podrán sufrir desviaciones en 
una cuantía de hasta el 10%, compensándose estas desviaciones entre 
ellas.

5. Si el gasto efectivamente realizado en el desarrollo de cada pro-
grama fuese inferior a la subvención concedida, ésta se reducirá a idén-
tica cantidad, no pudiendo la subvención superar el gasto realizado, por 
lo que, en su caso, se reintegrará la diferencia al tesoro público. Por el 
contrario, si el gasto del programa fuese superior a la subvención conce-
dida, los gastos que excedan de lo presupuestado no serán computables a 
efectos de la subvención.

Decimoquinto. Reintegro de la subvención.

1. El procedimiento de reintegro se ajustará a lo establecido en el 
título II, capítulo II, de la Ley 38/2003, General de Subvenciones.

2. Procederá el reintegro de las cantidades percibidas y la exigencia 
del interés de demora desde el momento del pago de la subvención hasta 
la fecha en que se acuerde la procedencia del reintegro, en los siguientes 
casos:

a) Obtención de la subvención falseando las condiciones requeridas 
para ello y ocultando aquéllas que lo hubieran impedido.

b) Incumplimiento total o parcial del objetivo o de la actividad que 
fundamenta la concesión de la subvención.

c) Incumplimiento de la obligación de la justificación o justificación 
insuficiente, en los términos establecidos en esta orden y en el artículo 30 
de la Ley General de Subvenciones.

d) Resistencia, excusa, obstrucción o negativa de la persona benefi-
ciaria a las actuaciones de comprobación y control financiero estableci-
das en los artículos 14 y 15 de la Ley General de Subvenciones así como el 
incumplimiento de las obligaciones contables, registrales o de conserva-
ción de documentos, en el sentido establecido en el apartado 1.e) del 
artículo 37 de la Ley General de Subvenciones.

e) Incumplimiento de las obligaciones impuestas por este Orga-
nismo a las beneficiarias con motivo de la concesión de la subvención.

f) En los demás supuestos previstos en la Ley General de Subvencio-
nes que resulten de aplicación.

3. Cuando el cumplimiento por las beneficiarias se aproxime de 
modo significativo al cumplimiento total y se acredite por éstas una 
actuación inequívocamente tendente a la satisfacción de sus compromi-
sos, la cantidad a reintegrar vendrá determinada, respondiendo al criterio 
de proporcionalidad, por el número y/o grado de incumplimiento de la 
actividad objeto de la subvención.

4. En todo caso la graduación prevista en el artículo 17.3.n) de la
Ley 38/2003, General de Subvenciones, se producirá en función de la 
voluntariedad en el incumplimiento y en el volumen e importancia del 
mismo, conforme a los criterios que establezca la Comisión de Valora-
ción.

Decimosexto. Control de las subvenciones.–Para un adecuado con-
trol del gasto público, el beneficiario de la subvención estará sometido a 
las actuaciones de comprobación a efectuar por el Organismo conce-
dente, y a las de control financiero que corresponden a la Intervención 
General de la Administración del Estado, en relación con las subvencio-
nes y ayudas concedidas, así como, a las actuaciones de comprobación 
previstas en la legislación del Tribunal de Cuentas.

El control financiero y la revisión de actos derivados de la aplicación 
de la presente orden, quedarán sometidos a las disposiciones de la
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

Asímismo, el incumplimiento por parte de las entidades adjudicatarias 
de las condiciones de otorgamiento de la subvención constituye una 
infracción administrativa en los supuestos regulados en el título IV, capí-
tulo I, de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

Decimoséptimo. Legislación aplicable.–En lo no previsto en la pre-
sente orden, se aplicará supletoriamente lo dispuesto en la Ley 38/2003, de 
17 de noviembre, General de Subvenciones, en el Real Decreto 2225/1993, 
de 17 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento del procedimiento 
para la Concesión de Subvenciones Públicas, en cuanto no se oponga a lo 
establecido en la citada Ley, y en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

Decimoctavo. Entrada en vigor.–La presente orden entrará en vigor 
el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

Madrid, 4 de octubre de 2005.

SALGADO MÉNDEZ 

MINISTERIO DE MEDIO AMBIENTE
 16686 RESOLUCIÓN de 11 de julio de 2005, de la Secretaría 

General para la Prevención de la Contaminación y el 
Cambio Climático, por la que se formula declaración de 
impacto ambiental sobre el proyecto de construcción de 
una central de producción de energía eléctrica de ciclo 
combinado tipo «Peaker», para gas natural, de aproxima-
damente 277 MW de potencia nominal eléctrica, en Esca-
trón (Zaragoza), promovida por Global 3 Combi, S. L. U.

El Real Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 junio, de Evaluación de 
Impacto Ambiental, modificado por la Ley 6/2001, de 8 de mayo y su 
Reglamento de ejecución aprobado por el Real Decreto 1131/1988, de 30 
de septiembre, establecen la obligación de formular declaración de 
impacto ambiental o, en su caso, resolución sobre la evaluación
de impacto ambiental, con carácter previo a la resolución administrativa 
que se adopte para la realización o, en su caso, autorización de la obra, 
instalación o actividad de las comprendidas en los anexos a las citadas 
disposiciones.

De acuerdo con lo establecido en el Real Decreto 553/2004, de 17 de 
abril, por el que se reestructuran los departamentos ministeriales, en el 
Real Decreto 562/2004, de 19 de abril, por el que se aprueba la estructura 
orgánica básica de los departamentos ministeriales y en el Real Decre-
to 1477/2004, de 18 de junio, por el que se desarrolla la estructura orgánica 
básica del Ministerio de Medio Ambiente, corresponde a la Secretaría 
General para la Prevención de la Contaminación y el Cambio Climático la 
formulación de las declaraciones de impacto ambiental sobre la evalua-
ción de proyectos de competencia de la Administración General del 
Estado, reguladas por la legislación vigente.

El proyecto se encuentra comprendido en el apartado b) 1.º del grupo 3 
del anexo I del Real Decreto Legislativo 1302/1986, antes referido.

Al objeto de iniciar el procedimiento de evaluación de impacto 
ambiental, el promotor remitió, con fecha 23 de agosto de 2002 a la Direc-
ción General de Calidad y Evaluación Ambiental, la memoria-resumen del 
proyecto de construcción de una central de producción de energía eléc-
trica de ciclo combinado tipo «Peaker», para gas natural, de 277 MW de 
potencia nominal eléctrica.

La central se ubica en el término municipal de Escatrón, a 9 km al este 
del centro urbano, en el sureste de la provincia de Zaragoza y a escasos 
metros del río Ebro, en su margen derecha. El proyecto consiste en la 
construcción de una central térmica de ciclo combinado, para gas natural, 
de una potencia nominal eléctrica de 277 MW. Está integrada por cuatro 
turbinas de gas, con una caldera de recuperación de vapor para cada una, 
dos turbinas de vapor (una por cada dos calderas) y los equipos auxilia-
res; adicionalmente, serán necesarias las siguientes infraestructuras aso-
ciadas: gasoducto de conexión para suministro de gas natural, línea eléc-
trica de alta tensión para la evacuación de la energía eléctrica producida, 
tuberías para la toma de agua de abastecimiento a la central y vertido de 
aguas depuradas, y accesos.

La Dirección General de Calidad y Evaluación Ambiental, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 13 del Real Decreto 1131/1988, de 30 de 
junio, con fecha 9 de diciembre de 2002 inició un periodo de consultas a 
personas, instituciones y Administraciones sobre el impacto ambiental 
del proyecto.

Se consultaron un total de 31 entidades, entre las que se incluyen enti-
dades de la Administración estatal, autonómica y local, los Ayuntamien-
tos más próximos, centros de investigación y asociaciones ecologistas. La 
relación de consultados y un resumen de las respuestas recibidas se 
recoge en el anexo I.

En virtud del artículo 14 del Reglamento, la Dirección General de Cali-
dad y Evaluación Ambiental, con fecha 27 de febrero de 2003, remitió al 
promotor las respuestas recibidas, indicando la opinión del órgano 
ambiental respecto a los aspectos más significativos que debían tenerse 
en cuenta en la realización del estudio de impacto ambiental.

De acuerdo con lo estipulado en el artículo 15 del Reglamento, la Sub-
delegación del Gobierno en Zaragoza, a instancias del órgano sustantivo, 
la Dirección General de Política Energética y Minas del entonces Ministe-
rio de Economía, sometió conjuntamente a trámite de información 
pública el proyecto y estudio de impacto ambiental en el que se contem-
plaba la construcción y funcionamiento de la central y sus infraestructu-
ras asociadas.

Conforme al artículo 16 del Reglamento, con fecha 11 de febrero de 2004, 
el Área de Industria y Energía de la Subdelegación del Gobierno en Zara-
goza, a instancia del Órgano sustantivo, remitió a la Dirección General de 
Calidad y Evaluación Ambiental el expediente completo, consistente en el 
proyecto, el estudio de impacto ambiental y el resultado de la información 


